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20769 Sala Segunda. Sentencia 183/2003, de 20
de octubre de 2003. Recurso de amparo
5787-2001. Promovido por don Josep-Blai
Ballester Gorrita frente a las Sentencias de
la Audiencia Provincial de Valencia y de un
Juzgado de Primera Instancia que le conde-
naron al pago de las cuotas colegiales recla-
madas por el Colegio de Secretarios, Inter-
ventores y Tesoreros de Administración Local.

Vulneración del derecho de asociación: cole-
giación obligatoria de los funcionarios locales
de habilitación nacional (STC 76/2003).

La Sala Segunda del Tribunal Constitucional, com-
puesta por don Tomás S. Vives Antón, Presidente, don
Pablo Cachón Villar, don Vicente Conde Martín de Hijas,
don Guillermo Jiménez Sánchez y doña Elisa Pérez Vera,
ha pronunciado

EN NOMBRE DEL REY

la siguiente

SENTENCIA

En el recurso de amparo núm. 5787-2001, promovido
por don Josep-Blai Ballester Gorrita, representado por
el Procurador de los Tribunales don Ramón Rodríguez
Nogueira y asistido por el Abogado don José Vicente
Belenguer Mula, contra Sentencia núm. 135/2001, de
21 de septiembre, de la Sección Quinta de la Audiencia
Provincial de Valencia, que desestima el recurso de ape-
lación interpuesto frente a la Sentencia de fecha 14 de
mayo de 2001 del Juzgado de Primera Instancia núm.
21 de Valencia, la cual le condenaba al pago de cuotas
colegiales reclamadas por el Colegio de Secretarios,
Interventores y Tesoreros de Administración local con
habilitación de carácter nacional de la provincia de Valen-
cia. Ha intervenido el Ministerio Fiscal. Ha sido parte
el citado Colegio de Secretarios, Interventores y Teso-
reros de Administración local con habilitación de carácter
nacional de la provincia de Valencia, representado por
el Procurador de los Tribunales don Felipe Ramos Arroyo
y asistido por el Abogado don Juan Jesús Gilabert Men-
gual. Ha sido Ponente el Magistrado don Pablo Manuel
Cachón Villar, quien expresa el parecer de la Sala.

I. Antecedentes

1. Mediante escrito presentado en el Registro Gene-
ral de este Tribunal el día 8 de noviembre de 2001
el Procurador de los Tribunales don Ramón Rodríguez
Nogueira, en nombre y representación de don Josep-Blai
Ballester Gorrita, interpuso recurso de amparo contra
las resoluciones citadas en el encabezamiento.

2. La demanda de amparo trae causa, en síntesis,
de los siguientes hechos:

a) El Colegio de Secretarios, Interventores y Teso-
reros de Administración local de Valencia planteó
demanda contra el Sr. Ballester Gorrita, Secretario de
Administración local, en reclamación de 147.000 pese-
tas, importe al que ascendían las cuotas impagadas por
aquél.

b) El Sr. Ballester Gorrita se opuso a la demanda
alegando las excepciones de incompetencia de jurisdic-
ción, de indefensión por falta de notificación del acuerdo
de la Junta de Gobierno del Colegio y de falta de legi-
timidad constitucional de la obligatoriedad de la per-
tenencia al colegio. La demanda fue estimada en su inte-
gridad por la Sentencia dictada el 14 de mayo de 2001
por el Juzgado de Primera Instancia núm. 21 de Valencia.

c) Planteado recurso de apelación por el Sr. Balles-
ter, el mismo fue desestimado por la Sentencia dictada
el 21 de septiembre de 2001 por la Sección Quinta
de la Audiencia Provincial de Valencia.

3. El recurrente alega en su demanda de amparo
que la resolución judicial combatida vulnera, en primer
lugar, su derecho a la libertad de asociación, en su ver-
tiente negativa o derecho a no asociarse, que forma
parte del contenido del derecho fundamental recogido
en el art. 22 CE, al no haber sido acogida por las Sen-
tencias ahora impugnadas la excepción relativa a la falta
de legitimidad constitucional de la colegiación obliga-
toria para el ejercicio de la profesión de Secretario de
la Administración local con habilitación de carácter
nacional. Afirma el recurrente en amparo que el Colegio
de Secretarios, Interventores y Tesoreros de la Admi-
nistración local con habilitación de carácter nacional no
ejerce funciones que justifiquen la excepcionalidad de
tal medida (la colegiación obligatoria), ya que la orde-
nación representación y defensa de la profesión y el
ejercicio de la potestad disciplinaria las lleva a cabo la
Administración. Señala además que no existe norma
legal habilitante de la creación del colegio. En efecto,
derogado el régimen jurídico de los funcionarios locales
con habilitación de carácter nacional, contenido en el
Decreto de 30 de mayo de 1952, despareció la obli-
gatoriedad de la colegiación, que tampoco puede ampa-
rarse en ninguno de los distintos preceptos de la Ley
de colegios profesionales vigente.

En segundo lugar, considera el recurrente en amparo
que la Sentencia de la Audiencia vulnera el derecho a
la igualdad y no discriminación (art. 14 CE) porque la
exigencia de tal colegiación no es de aplicación en otros
lugares del territorio español, como en Aragón, Canarias
o Galicia, en donde su legislación autonómica establece
que los profesionales titulados que estén vinculados a
las Administraciones públicas no precisarán colegiarse
para el ejercicio de tales profesiones al servicio de las
Administración públicas. Así lo establecen el art. 18 de
la Ley 12/1998, de 22 de diciembre, de medidas tri-
butarias, financieras y administrativas de la Presidencia
de la Diputación General de Aragón, el art. 9.3 de la
Ley 10/1990, sobre colegios profesionales de la Comu-
nidad de Canarias, y el art. 3 de la Ley 11/2001, de
11 de septiembre, de colegios profesionales, de la Comu-
nidad Autónoma de Galicia.

Termina la demanda de amparo con la súplica de
que «[se] dicte sentencia por la que se otorgue al
recurrente el amparo solicitado, declarando la nulidad
de la Sentencia número 135/01, de 21 de septiembre
de 2001, que ... desestima el recurso de apelación inter-
puesto por esta parte frente a la Sentencia número 137,
de fecha 14 de mayo de 2001 del Juzgado de Primera
Instancia número 21 de Valencia, absolviéndole del pago
de las cuotas colegiales demandadas ante la jurisdicción
civil por el Colegio de Secretarios, Interventores y Teso-
reros de la Administración Local con Habilitación de
Carácter Nacional de la Provincia de Valencia, como con-
secuencia de la indebida aplicación de las normas que
prevén la colegiación obligatoria de dichos funcionarios,
con todos los pronunciamientos que le sean inherentes».

4. Mediante nuevo escrito, registrado el 15 de mar-
zo de 2002, el recurrente solicitó la suspensión de los
efectos ejecutivos de la Sentencia de la Audiencia Pro-
vincial de Valencia impugnada, con fundamento en el
art. 56 de la Ley Orgánica del Tribunal Constitucional
(LOTC). El recurrente acompañó dicho escrito con una
copia de la Sentencia núm. 116/2002, de 30 de enero,
dictada por la Sección Primera de lo Contencioso-Ad-
ministrativo del Tribunal Superior de Justicia de Valencia
en procedimiento por el trámite de protección de los
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derechos fundamentales, que declaró la colegiación obli-
gatoria contraria a lo dispuesto por el art. 22 CE.

5. Por diligencia de ordenación de 13 de junio de
2002 se otorgó al recurrente plazo de diez días para
que presentara escritura de poder original que acreditase
la representación que afirmaba ostentar el Procurador
don Ramón Rodríguez Nogueira, lo que tuvo lugar
mediante escrito registrado el 22 del mismo mes.

6. Por providencia de 17 de octubre de 2002, la
Sala Segunda de este Tribunal acordó admitir a trámite
la demanda, ordenando dirigir atenta comunicación a
la Sección Quinta de la Audiencia Provincial de Valencia
y al Juzgado de Primera Instancia núm. 21 de esa ciudad
para que remitieran certificación o fotocopia adverada
de las actuaciones correspondientes, emplazando a quie-
nes hubieran sido parte en el procedimiento, excepto
a la parte recurrente en amparo.

Asimismo, por otra providencia de igual fecha, ordenó
dicha Sala la formación de pieza separada de suspensión,
concediendo al solicitante de amparo y al Ministerio Fis-
cal, conforme a lo dispuesto en el art. 56.1 LOTC, plazo
común de tres días para formular alegaciones en relación
con la suspensión solicitada. Respecto de esto segundo,
evacuado el trámite de alegaciones conferido, la Sala
Segunda del Tribunal Constitucional, por Auto de 25
de noviembre de 2002, acordó denegar la suspensión
de la ejecución de la Sentencia impugnada.

7. El 8 de noviembre 2002 tuvo entrada en el Regis-
tro General de este Tribunal escrito del Procurador de
los Tribunales don Felipe Ramos Arroyo, en nombre y
representación del Ilustre Colegio de Secretarios, Inter-
ventores y Tesoreros de Administración local con habi-
litación de carácter nacional de la provincia de Valencia,
por el que solicitaba se le tuviese por comparecido y
parte demandada en el procedimiento.

8. Por diligencia de ordenación de la Sala Segunda
del Tribunal Constitucional de 27 de febrero de 2003
se acordó tener por personado y parte en el procedi-
miento al Procurador don Felipe Ramos Arroyo en nom-
bre y representación del Colegio de Secretarios, Inter-
ventores y Tesoreros de la Administración local de la
provincia de Valencia, así como dar vista de las actua-
ciones recibidas a las partes personadas y al Ministerio
Fiscal por plazo común de veinte días para presentar
las alegaciones que estimasen pertinentes.

9. El Ministerio Fiscal evacuó el trámite de alega-
ciones conferido mediante escrito registrado en fecha
14 de marzo de 2003, en el cual, con base en la argu-
mentación que a continuación se resume, interesó el
otorgamiento del amparo solicitado por el recurrente por
haber vulnerado las resoluciones judiciales recurridas el
derecho de asociación del demandante de amparo:

a) Como cuestión previa constata que el deman-
dante de amparo cumplió con la exigencia de alegar
la inconstitucionalidad de la obligación de colegiación
y que la misma fue examinada, con mayor o menor exten-
sión, como cuestión prejudicial con motivo de la reso-
lución de la demanda planteada en vía civil, por lo que
procede formalmente la admisión de la demanda.

b) En relación con la supuesta vulneración del dere-
cho de asociación como consecuencia de la imposición
de la colegiación obligatoria, el Ministerio Fiscal, tras
reproducir la doctrina constitucional recogida al respecto
en las SSTC 89/1989, de 11 de mayo, 35/1993, de
8 de febrero, 74/1994, de 14 de marzo, 207/1996,
de 16 de diciembre, y 194/1998, de 1 de octubre, se
refiere a la exigencia de la reserva de Ley consagrada
en este caso en el art. 36 CE, sin el alcance del art.
53.1 CE. En este extremo llega a la conclusión de que
el examen de la legislación aplicable en este supuesto

permite afirmar que dicho requisito aparece observado
de manera suficiente.

c) La segunda de las cautelas que debe de ser obser-
vada —a fin de que la creación de un colegio profesional
y la adscripción obligatoria al mismo no sean incom-
patibles con el art. 22 CE— es la de que el colegio en
cuestión cumpla fines públicos relevantes, extremo que
necesariamente tiene que ser examinado por este Tri-
bunal para concluir si la adscripción obligatoria entraña
o no una vulneración del derecho del demandante de
amparo.

Ninguna de las dos resoluciones judiciales impugna-
das contiene mención alguna a esta cuestión, por lo
que la pretensión de amparo tendría que estimarse por
vulneración del derecho a la tutela judicial efectiva, cuya
conexión con el derecho material en juego determinaría
la vulneración de éste. Por ello debe examinarse, en opi-
nión del Ministerio Fiscal, si dicha vulneración tiene su
origen en otros aspectos —además de los estrictamente
procesales— porque de ser así ello tendría su repercusión
en el alcance del amparo que pudiera otorgarse. Para
realizar dicha tarea hay que tomar en consideración, tan-
to los fines que se asignan en sus Estatutos al colegio,
como los que se asignan a tales corporaciones, con
carácter general, en los arts. 2 y 16 de los Estatutos
generales aprobados por Real Decreto 1912/2000,
de 24 de noviembre.

La conclusión que cabe extraer es que la Sentencia
impugnada, en la medida en que ha condenado al
recurrente en amparo al pago de las cuotas colegiales
reclamadas, no ha reparado dicha vulneración, como era
obligado hacerlo en virtud de lo dispuesto en los arts.
39 y 40 LOTC, en relación con el art. 5.4 LOPJ, por
lo que también a ella ha de atribuirse la mencionada
vulneración del art. 22 CE.

d) En relación con la denunciada infracción del prin-
cipio de igualdad y de no discriminación (art. 14 CE),
el Ministerio Fiscal considera, a la vista de lo argumen-
tado en relación con la supuesta vulneración del art.
22 CE, que resulta innecesario el examen de esta pre-
tensión, la cual en todo caso debe de ser desestimada,
ya que, estando reconocida competencia normativa
sobre la materia a las Comunidades Autónomas, las dife-
rentes regulaciones que puedan observarse entre unas
y otras no entrañan necesariamente una vulneración del
art. 14 CE, como así lo viene declarando este Tribunal
desde la STC 37/1981, de 16 de noviembre.

e) En lo que se refiere a la extensión del amparo
que debe otorgarse señala el Ministerio Fiscal que, habi-
da cuenta de que la vulneración del derecho de aso-
ciación se ha producido por las resoluciones de los órga-
nos del Poder Judicial dictadas con ocasión de la recla-
mación del pago de las cuotas efectuado al demandante
por el Colegio de Secretarios, Interventores y Tesoreros
de Administración local con habilitación de carácter
nacional de la Provincia de Valencia, del que no consta
que el recurrente haya solicitado la baja ni que haya
impugnado su eventual denegación, debe limitarse a la
anulación de la condena al pago de la cuotas en la medi-
da en que dicho pago tiene su causa en la obligatoriedad
de la pertenencia del demandante de amparo a dicho
colegio.

10. La representación procesal del demandante de
amparo evacuó el trámite de alegaciones conferido
mediante escrito registrado en fecha 25 de marzo de
2003, en el que dio por reiteradas las efectuadas en
el escrito de demanda, interesando se dictara Sentencia
otorgando al recurrente el amparo solicitado en los tér-
minos que constan en la demanda formulada.

11. La representación procesal del Colegio de
Secretarios, Interventores y Tesoreros de Administración
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local con habilitación de carácter nacional de la provincia
de Valencia evacuó el trámite de alegaciones conferido
mediante escrito registrado al día siguiente, 26 de marzo,
que se extracta a continuación en lo esencial:

a) La existencia de los Colegios de Secretarios, Inter-
ventores y Tesoreros de Administración local y su cole-
giación obligatoria ya fue prescrita por el Real Decreto
de 8 de septiembre de 1925 (artículo 1), mantenida
por el Reglamento General de los colegios oficiales del
Secretariado local (Real Decreto de 14 de noviembre
de 1929) y respetada por la Orden Ministerial de 28
de septiembre de 1939. Ello aparece igualmente reco-
gido en el artículo 203 del Decreto de 30 de mayo de
1952, por el que se aprobó el Reglamento de funcio-
narios de la Administración local.

Al amparo de la anterior normativa se creó el colegio
provincial de Valencia, plenamente vigente y en funcio-
namiento cuando se dictó la Ley 2/1974, de 13 de
febrero, sobre normas reguladoras de los colegios pro-
fesionales, que confirma su existencia al establecer que
«se entenderán comprendidos en esta Ley: los demás
Colegios Profesionales que no teniendo carácter sindical
se hallen constituidos válidamente en el momento de
la promulgación de esta Ley» [art. 1.2 b)]. Asimismo,
su disposición adicional segunda prescribía que «los Esta-
tutos y las demás disposiciones que regulan los Colegios
de funcionarios actualmente existentes se adaptarán en
cuanto sea posible a lo establecido en la presente Ley,
recogiendo las peculiaridades exigidas por la función
pública que ejerzan sus miembros», y que «estos Esta-
tutos cualquiera que sea el ámbito de los Colegios y
de los Consejos Generales serán aprobados en todo caso
por el Gobierno, a través del Ministerio correspondiente».
Con base en los citados preceptos se aprobó el Regla-
mento de los Colegios de Secretarios, Interventores y
Tesoreros de Administración local, por Resolución de
la Dirección General de Administración local de 2 de
febrero de 1978.

Aprobada la Constitución, que en sus artículos 26,
36 y 52 consagra los colegios profesionales existentes
y hace desaparecer los tribunales de honor y los colegios
sindicales, la Ley 74/1978, de 26 de diciembre, de modi-
ficación de la Ley reguladora de los colegios profesio-
nales, adaptó la Ley 2/1974, de 13 de febrero, a las
exigencias constitucionales. Por resolución de la Direc-
ción General de Administración local de 26 de octubre
de 1982 se aprobó el Reglamento de los Colegios de
Secretarios, Interventores y Tesoreros de Administración
local, que fue anulado por Sentencia del Tribunal Supre-
mo de 22 de abril de 1985, en virtud de la cual volvió
a resultar aplicable el anterior Reglamento de 2 de febre-
ro de 1978. Por Decreto del Gobierno Valenciano
123/1986, de 20 de octubre, y posterior Decreto del
Presidente de la Generalidad Valenciana 17/1987, de
13 de abril, fue inscrito el Colegio de Secretarios, Inter-
ventores y Tesoreros de Administración local de la pro-
vincia de Valencia en el Registro de Colegios Profesio-
nales de la Comunidad Autónoma Valenciana, cuyos
Estatutos fueron adaptados a la Ley de la Generalidad
Valenciana 6/1997, de 4 de diciembre, de colegios pro-
fesionales y a la Ley 7/1997, de 14 de abril, de medidas
liberalizadoras en materia de suelo y de colegios pro-
fesionales.

De otra parte, la vigencia de los artículos 99 y 203
del Decreto de 30 de mayo de 1952 ha venido avalada
tanto por la doctrina como por el Consejo de Estado,
que en su Dictamen de 27 de julio de 2000 sobre el
Proyecto de Real Decreto por el que se aprueban los
Estatutos Generales de la organización colegial concluye
afirmando que «hay que partir de la existencia de los

Colegios de Funcionarios de Administración Local con
habilitación de carácter nacional, puesto que no hay nin-
guna disposición que haya procedido a su supresión».

b) La colegiación obligatoria no vulnera la libertad
de asociación (art. 22 CE), el principio de no discrimi-
nación (art. 14 CE), ni el derecho a la tutela judicial
efectiva (art. 24.1 CE), como sostiene el demandante
de amparo.

Abundando en su línea argumental pone de mani-
fiesto que la constitucionalidad de la pertenencia obli-
gatoria al Colegio Profesional de Secretarios, Interven-
tores y Tesoreros de Administración local de la provincia
de Valencia ha sido admitida por el Consejo de Estado
en sus Dictámenes de la Sección 8.a, núm. 1959, de
3 de junio de 1999, y de la Comisión Permanente, de
27 de julio de 2000, sobre el Proyecto de Real Decreto
por el que se aprueban los Estatutos generales de la
organización colegial, de los que transcribe diversos
párrafos, y por jurisprudencia tanto del Tribunal Supremo
como de diversas Audiencias Provinciales, respecto a
la que reproduce pasajes de diversas Sentencias.

c) La representación procesal del Colegio Profesio-
nal de Secretarios, Interventores y Tesoreros de Admi-
nistración local de la provincia de Valencia considera
que la existencia del colegio está justificada por ver-
daderas razones de interés público, cuales son el cum-
plimiento de los fines y funciones contemplados en los
artículos 7 y 8 de sus Estatutos, que se corresponden
con los que a los colegios profesionales confieren los
arts. 1.3 de la Ley 2/1974, de 13 de febrero, y 4 de
la Ley de la Generalidad Valenciana 6/1997, de 4 de
diciembre, de consejos y colegios profesionales.

d) Finalmente se afirma en dicho escrito que el
demandante de amparo es miembro de este colegio des-
de el día en que tomó posesión de su cargo de Secretario
dentro de la provincia de Valencia, que se ha beneficiado
o ha tenido la posibilidad de beneficiarse de los servicios
colegiales y que no manifestó su deseo de no pertenecer
al colegio ni se opuso formalmente a ser miembro del
mismo hasta que tuvo conocimiento del procedimiento
por el que se le reclamaron las cuotas colegiales deven-
gadas y no satisfechas, lo que supone que ha incumplido
el deber de todo colegiado de «pagar puntualmente las
cuotas ordinarias y extraordinarias» [arts. 8.2 Reglamen-
to de 1978, 10.b.2) de los Estatutos del Colegio de Valen-
cia y 11.2.a) Estatutos generales de la organización cole-
gial], incluso tras haber sido requerido de pago. Si a
ello se añade que existe previsión legislativa que ampara
la existencia del Colegio de funcionarios de Adminis-
tración local con habilitación de carácter nacional, así
como la colegiación obligatoria de los Secretarios, Inter-
ventores y Tesoreros, en especial, en la provincia de
Valencia, ha de llegarse a la conclusión de que las reso-
luciones judiciales impugnadas no han vulnerado los
derechos de asociación (art. 22 CE), ni el principio de
igualdad y no discriminación (art. 14 CE).

Concluye su escrito de alegaciones solicitando la
desestimación de la demanda de amparo.

12. Por providencia de 16 de octubre de 2003 se
señaló para la deliberación y votación de la presente
Sentencia el día 20 del mismo mes y año.

II. Fundamentos jurídicos

1. La presente demanda de amparo tiene por objeto
la impugnación de la Sentencia de la Sección Quinta
de la Audiencia Provincial de Valencia, núm. 135/2001,
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de 21 de septiembre, que desestimó el recurso de ape-
lación interpuesto contra la Sentencia de fecha 14 de
mayo de 2001 del Juzgado de Primera Instancia núm.
21 de Valencia. Esta última Sentencia había condenado
al ahora recurrente en amparo, Secretario de la Admi-
nistración local con habilitación de carácter nacional,
al pago de la cantidad reclamada por el Colegio de Secre-
tarios, Interventores y Tesoreros de Administración Local
con habilitación de carácter nacional de la Provincia de
Valencia, en concepto de impago de las cuotas cole-
giales.

El solicitante de amparo, con base en la argumen-
tación de la que se ha dejado constancia en los ante-
cedentes de esta Sentencia, imputa a las resoluciones
judiciales impugnadas la vulneración del derecho a la
libertad de asociación en su vertiente negativa (art. 22
CE) y del derecho a la igualdad y no discriminación (art.
14 CE). Se fundamenta tal imputación en que las Sen-
tencias ahora impugnadas no han considerado incons-
titucional la exigencia de la incorporación obligatoria al
Colegio de Secretarios, Interventores y Tesoreros de
Administración local con habilitación de carácter nacio-
nal de la provincia de Valencia, que ha sido la causa
determinante de la estimación de la demanda contra
él dirigida por el mencionado Colegio.

Con los respectivos argumentos que se han reseñado
en los antecedentes de esta Sentencia el Ministerio Fiscal
interesa el otorgamiento del amparo solicitado, en tanto
que la representación procesal del Colegio de Secre-
tarios, Interventores y Tesoreros de Administración local
con habilitación de carácter nacional de la provincia de
Valencia se opone a la estimación de la demanda de
amparo.

2. Ante todo debe ponerse de relieve que el pro-
blema planteado en el presente recurso es idéntico al
que fue objeto del recurso de amparo resuelto por Sen-
tencia del Pleno de este Tribunal núm. 76/2003, de
23 de abril (con doctrina reiterada en las SSTC 96/2003,
de 22 de mayo, 108/2003, de 6 de junio, 120/2003,
de 16 de junio, y 149/2003, de 14 de julio). En con-
secuencia cabe traer aquí los argumentos de aquella
decisión por ser perfectamente aplicables al caso que
nos ocupa, y que conducen a la estimación del presente
recurso de amparo.

3. Se alega, en primer lugar, que las resoluciones
judiciales impugnadas han vulnerado el derecho del
recurrente en amparo a la libertad de asociación en su
vertiente negativa (art. 22 CE).

Según se afirma en la expresada STC 76/2003, en
relación con el requisito de la reserva de ley para imponer
la colegiación obligatoria, el cumplimiento o no de dicha
reserva no puede ser por sí sólo el elemento directa-
mente determinante de la solución que deba darse a
la cuestión atinente a la alegada vulneración de la liber-
tad negativa de asociación. De la descripción de la evo-
lución normativa de los Colegios de Secretarios, Inter-
ventores y Tesoreros de Administración local con habi-
litación de carácter nacional y, en concreto, del Colegio
de Valencia, resulta que la existencia del colegio y la
previsión de la colegiación obligatoria derivan, como
ocurre en otros casos, de normas preconstitucionales.
Pues bien, ello no implica, de conformidad con una doc-
trina constitucional consolidada, la nulidad de las refe-
ridas disposiciones infralegales por el hecho de que pos-
teriormente la Constitución haya exigido un determinado
rango para la regulación de tales materias.

El examen de la cuestión planteada requiere traer
a colación la doctrina constitucional, perfilada por el Ple-
no de este Tribunal en la STC 194/1998, de 1 de octu-
bre, sobre la relación entre los colegios profesionales,
la exigencia de la colegiación obligatoria y el derecho

de asociación que garantiza el art. 22 CE (FFJJ 3 y 4).
A tal efecto ha de tenerse en cuenta que, en definitiva,
los miembros del colegio aquí en cuestión son funcio-
narios públicos que ejercen su actividad profesional
exclusivamente en el ámbito de la Administración Públi-
ca e integrados en una organización administrativa —por
tanto, de carácter público—, sin poder desempeñarla pri-
vadamente, siendo la propia Administración pública la
destinataria inmediata de los servicios prestados por
ellos. A las precedentes consideraciones debe añadirse
que el poder público ha procedido a una completa deli-
mitación y regulación tanto del ejercicio de la actividad
profesional de los Secretarios, Interventores y Tesoreros
de Administración local con habilitación de carácter
nacional como del estatuto propio de quienes la desem-
peñan.

Por otra parte, la lectura de los fines esenciales de
la organización colegial y la del elenco de funciones,
plasmación de aquellos fines que corresponden a los
colegios, conduce a concluir que, aun reconociendo su
importancia y alcance, no presentan una relevancia tal
en la ordenación del ejercicio de la profesión a fin de
garantizar el correcto desempeño de la misma, que per-
mita identificar, al menos con la intensidad suficiente,
la existencia de intereses públicos constitucionalmente
relevantes que pudieran justificar en este caso la exi-
gencia de la colegiación obligatoria.

Así pues, a diferencia de otros casos que han sido
objeto de la consideración de este Tribunal, la exigencia
de colegiación obligatoria no se presenta como un ins-
trumento necesario para la ordenación de la actividad
profesional de los Secretarios, Interventores y Tesoreros
de la Administración local con habilitación de carácter
nacional a fin de garantizar el correcto desempeño de
la misma y los intereses de quienes son los destinatarios
de los servicios prestados por dichos profesionales.

Con base en las precedentes consideraciones ha de
concluirse que las resoluciones judiciales impugnadas,
al aceptar como dato determinante para la solución de
la reclamación de cantidad objeto del proceso a quo
la adscripción obligatoria del recurrente al Colegio de
Secretarios, Interventores y Tesoreros de Administración
local con habilitación de carácter nacional de la provincia
de Valencia, lesionaron el derecho a la libertad de aso-
ciación en su vertiente negativa (art. 22 CE), lo que con-
duce a la anulación de dichas Sentencias.

4. El demandante de amparo considera que también
ha resultado vulnerado el derecho a la igualdad y no
discriminación (art. 14 CE), dado que la colegiación obli-
gatoria de los Secretarios, Interventores y Tesoreros de
la Administración local no es exigida en todas las Comu-
nidades Autónomas, pues en la normativa de algunas
de ellas se exceptúa el cumplimiento de tal requisito
en relación con los funcionarios o personal que preste
servicios en sus Administraciones.

Para desestimar en este extremo la queja del recurren-
te en amparo es suficiente con recordar, como este Tri-
bunal ya tiene declarado, y sin necesidad de entrar en
otro tipo de consideraciones, que el principio constitu-
cional de igualdad no impone que todas las Comuni-
dades Autónomas ostenten las mismas competencias,
ni, menos aún, que tengan que ejercerlas de una manera
o con un contenido y unos resultados idénticos o seme-
jantes, pues la autonomía significa precisamente la capa-
cidad de cada Comunidad para decidir cómo ejercer sus
propias competencias, en el marco de la Constitución
y del Estatuto. Por tal razón no resulta necesariamente
infringido el principio de igualdad y de no discriminación
(art. 14 CE) si, como es lógico, de dicho ejercicio derivan
desigualdades en la posición jurídica de los ciudadanos
residentes en cada una de las distintas Comunidades
Autónomas.
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FALLO

En atención a todo lo expuesto, el Tribunal Cons-
titucional, POR LA AUTORIDAD QUE LE CONFIERE LA CONSTITUCIÓN
DE LA NACIÓN ESPAÑOLA,

Ha decidido

Estimar parcialmente la presente demanda de amparo
promovida por don Josep-Blai Ballester Gorrita y, en su
virtud:

1.o Declarar vulnerado el derecho del recurrente en
amparo a la libertad de asociación (art. 22 CE) en su
vertiente negativa.

2.o Restablecerlo en su derecho y, a tal fin, declarar
la nulidad de la Sentencia del Juzgado de Primera Ins-
tancia núm. 21 de Valencia, de fecha 14 de mayo de
2001, recaída en los autos del juicio de cognición núm.
628-2000, así como la nulidad de la Sentencia de la
Sección Quinta de la Audiencia Provincial de Valencia,
de fecha de 21 de septiembre de 2001, recaída en el
rollo de apelación núm. 116-2001.

3.o Desestimar la demanda de amparo en todo lo
demás.

Publíquese esta Sentencia en el «Boletín Oficial del
Estado».

Dada en Madrid, a veinte de octubre de dos mil
tres.—Tomás S. Vives Antón.—Pablo Cachón Villar.—Vi-
cente Conde Martín de Hijas.—Guillermo Jiménez Sán-
chez.—Elisa Pérez Vera.—Firmado y rubricado.

20770 Pleno. Sentencia 184/2003, de 23 de octu-
bre de 2003. Recurso de amparo avocado
4857-2001. Promovido por don Jesús Roa
Baltar y otro frente a las Sentencias de la Sala
de lo Penal del Tribunal Supremo y de la
Audiencia Provincial de Sevilla que les con-
denaron por delitos de cohecho y de falsedad
en documento mercantil.

Vulneración parcial de los derechos al secreto
de las comunicaciones y a un proceso con
garantías: insuficiente cobertura legal de las
intervenciones telefónicas; intervención de un
teléfono proporcionada y controlada, pero
autorizada sin motivar los indicios que la jus-
tifican; pruebas ilícitas e independientes.
Votos particulares.

El Pleno del Tribunal Constitucional, compuesto por
don Manuel Jiménez de Parga y Cabrera, Presidente,
don Tomás S. Vives Antón, don Pablo García Manzano,
don Pablo Cachón Villar, don Vicente Conde Martín de
Hijas, don Guillermo Jiménez Sánchez, doña María Emilia
Casas Baamonde, don Javier Delgado Barrio, doña Elisa
Pérez Vera, don Roberto García-Calvo y Montiel, don
Eugeni Gay Montalvo y don Jorge Rodríguez-Zapata
Pérez, Magistrados, ha pronunciado

EN NOMBRE DEL REY

la siguiente

SENTENCIA

En el recurso de amparo avocado núm. 4857-2001,
promovido por don Jesús Roa Baltar y don Luis Nogueria
Miguelsanz, representados por la Procuradora de los Tri-
bunales doña Rosina Montes Agustí y asistidos por el

Abogado don Francisco María Baena Bocanegra, contra
la Sentencia de la Sección Primera de la Audiencia Pro-
vincial de Sevilla de 28 de diciembre de 1999 y la Sen-
tencia de la Sala de lo Penal del Tribunal Supremo de
19 de julio de 2001. Ha sido parte la Junta de Andalucía.
Ha intervenido el Ministerio Fiscal. Ha sido Ponente la
Magistrada doña María Emilia Casas Baamonde, quien
expresa el parecer del Tribunal.

I. Antecedentes

1. Por escrito registrado en este Tribunal el 14 de
septiembre de 2001, doña Rosina Montes Agustí, Pro-
curadora de los Tribunales, en nombre y representación
de don Jesús Roa Baltar y don Luis Nogueira Miguelsanz,
interpuso recurso de amparo contra la Sentencia de la
Sección Primera de la Audiencia Provincial de Sevilla
de 29 de diciembre de 1999 que les condenó como
responsables de un delito de cohecho y otro de falsedad
en documento mercantil a las siguientes penas: a don
Jesús Roa Baltar, como autor de dichos delitos, a las
penas de tres meses de arresto mayor y multa de ciento
diez millones de pesetas, por el primero, y un año de
prisión con multa de doce meses y cuota diaria de cinco
mil pesetas, por el segundo; a don Luis Nogueira Miguel-
sanz, como encubridor de los delitos, a las penas de
cien mil pesetas de multa y catorce millones pesetas
de multa, por el primero, y ocho meses de prisión y
multa de seis meses con cuota diaria de cinco mil pese-
tas, por el segundo delito. En dicha Sentencia fueron
absueltos de los delitos de presentación en juicio de
documentos falsos y de tráfico de influencias. El recurso
de amparo se dirige, asimismo, frente a la Sentencia
de la Sala de lo Penal del Tribunal Supremo de 19 de
julio de 2001, que desestimó el recurso de casación
de los demandantes de amparo en su integridad.

2. Los hechos y circunstancias relevantes para la
resolución del presente recurso de amparo son, en sín-
tesis, los siguientes:

a) El día 20 de enero de 1992 el Magistrado-Juez
Decano de los Juzgados de Sevilla remitió al Juzgado
de Instrucción núm. 17 el escrito del que se hará refe-
rencia a continuación al corresponderle por turno de
reparto.

b) Dicho escrito remitido en sobre dirigido a la «aten-
ción personal de D. Ángel Márquez, Ilmo. Sr. Juez de
Instrucción número 6» y con remite «Ernesto Mate Salsa,
Grupo I. Unida Parlamento Andalucía, Sevilla», tiene en
su parte inicial el contenido siguiente:

«Organización para la financiación del partido
socialista y enriquecimiento particular a través de
las Consejerías de Obras Públicas y Gobernación
de la Junta de Andalucía.

A) Obras públicas:

Intermediarios para la adjudicación de obras y
toda la red de carreteras de Andalucía, a las empre-
sas que pagarán un 5% del total del importe total
del concurso, diciendo que era para el Partido y
quedándose con el 90% de lo recaudado en dinero
negro.

La otra fuente de financiación ha sido filtrar los
sitios y ubicaciones previas de las gasolineras
pagando los empresarios una cantidad importante
de dinero negro por la información.

El Consejero Montaner autoriza la operación y
su Director General Ollero a través de su hermano
pasan la información a dos elementos que perte-
necen a la red de informantes de Guerra en Ferraz,
los señores Manuel Domínguez y Pedro Yach, su
escudero y hombre de paja en todos estos menes-


